
PROPUESTAS DEL CERMI EN MATERIA DE DISCAPACIDAD EN RELACIÓN CON EL INFORME DE REFORMA DE LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, ELABORADO POR LA COMISIÓN INSTITUCIONAL CREADA POR ACUERDO DE CONSEJO DE MINISTROS, DE 2 DE MARZO DE 2012, PARA LA ELABORACIÓN DE UNA PROPUESTA DE TEXTO ARTICULADO DE LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL Y DE LEY DE DEMARCACIÓN Y PLANTA JUDICIAL
· Reserva de plazas para personas con discapacidad (Art. 288.2 y 474.5)
En las respectivas convocatorias para el ingreso en la Carrera Judicial (Art. 288.2) se reserva un cupo no inferior al cinco por ciento de las vacantes para ser cubiertas entre personas con discapacidad en grado igual o superior al 33 por ciento.

En este caso, se trata del porcentaje del Art. 59 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, sin incluir en el caso de las convocatorias que nos ocupa la subreserva del 2% para personas con discapacidad intelectual.

Sin embargo, en el caso de las ofertas públicas de empleo generales para todos los Cuerpos de la Administración de Justicia (Art. 474.5) sugerimos ampliar el cupo al 7%, con inclusión del mencionado 2% para personas con discapacidad intelectual, como existe en el Estatuto Básico del Empleado Público.
Así el Art. 474.5 quedaría redactado de la siguiente manera:

“5. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior al 7 por 100 de las vacantes para ser cubiertas entre personas con discapacidad considerando como tales las definidas en el párrafo tercero del apartado 2 del artículo 1 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, siempre que superen los procesos selectivos y acrediten su discapacidad y la compatibilidad con el desempeño de las tareas en la forma que se determine reglamentariamente.

La reserva del mínimo del 7 % se realizará de manera que, al menos, el dos % de las plazas ofertadas lo sea para ser cubiertas por personas que acrediten discapacidad intelectual y el resto de las plazas ofertadas lo sea para personas que acrediten cualquier otro tipo de discapacidad.”

· Necesidad de que tanto los procesos de selección como los puestos de trabajo se adapten y se desarrollen en los mismos ajustes razonables. (Art. 288.2 y 474)
Tanto en el artículo 288.2 (carrera judicial) como en el 474 (oferta pública general) debe quedar claro que se deben desarrollar los ajustes razonables precisos para que procesos de selección como también (no se incluye este extremo en ninguno de los dos preceptos) los puestos de trabajo a lo largo de la vida profesional activa se adapten y reúnan los ajustes razonables precisos.

Se trata sencillamente de concretar en este ámbito obligaciones establecidas en la Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad, la ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, y la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social (sección III, capítulo III, Título II) También se asimilaría el texto en este punto a lo que recoge el ya citado artículo 59 del Estatuto Básico del Empleado Público

Se propone modificar el artículo 288.2 (carrera judicial) dejando el último renglón de la siguiente manera:
“…procediéndose a las adaptaciones y ajustes razonables de tiempos y medios en los procesos selectivos y, una vez superado dichos procesos, a las adaptaciones y ajustes razonables en los puestos de trabajo a las necesidades de las personas con discapacidad de cualquier tipo”

Asimismo, se propone añadir un nuevo apartado 6 al artículo 474:

“Se procederá a las adaptaciones y ajustes razonables de tiempos y medios en los proceso selectivo y, una vez superado dichos procesos, a las adaptaciones y ajustes razonables en los puestos de trabajo a las necesidades de las personas con discapacidad de cualquier tipo”

· Creación de unidades y secciones especializadas en materia de discapacidad (Art. 113,4)

Vienen motivadas por la necesidad de adaptar nuestra normativa a las nuevas obligaciones derivadas del artículo 13 de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. ("Artículo 13. Acceso a la justicia. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de procedimiento…”). La propuesta trata facilitar, mediante acciones positivas de apoyo, el acceso efectivo de las personas con discapacidad a la Justicia, mediante la creación de unidades y secciones especializadas en materia de discapacidad, tal como existen en otros ámbitos que también requieren de una alta especialización o en los existen un interés social relevante (violencia de la mujer o de menores) 
La propuesta de modificación del texto del apartado 4 del artículo 113:

“4. A partir de la planta mínima de Jueces que establezca la Ley de Demarcación y de Planta Judicial se constituirán necesariamente en los Tribunales de Instancia Unidades o Secciones judiciales especializadas de lo Mercantil y de Familia en las Salas de lo Civil, Unidades o Secciones especializadas de Enjuiciamiento Penal, Vigilancia Penitenciaria, Garantías, Violencia de la Mujer, de Menores, de Personas con Discapacidad y de Delitos Económicos en las Salas de lo Penal y Unidades y Secciones judiciales especializadas en materia tributaria en las Salas de lo Contencioso-Administrativo. Estas Unidades y Secciones especializadas conocerán de aquella clase de asuntos que establezcan las leyes procesales respectivas.”
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